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Montevideo, 10 de mayo de 2017
Nuestra visión sobre la Negociación Colectiva en el Sector Público

La negociación colectiva es una de las formas más importantes y complejas que adopta el diálogo social, sin embargo, cuando ésta se desarrolla dentro de los límites de la administración del estado adopta especial interés.

Es así que resulta imposible avanzar en materia de mejores y mayores niveles de desarrollo sin negociación colectiva, que como lo indica el Convenio Nº154 se extiende a todas las materias relativas a las condiciones de trabajo y empleo. “Construir en el Uruguay de hoy, nuevas bases para ello, después de su casi inexistencia y sin aplicación de las leyes vigentes en la materia no es una tarea sencilla, se necesitará la acción decidida de muchos, especialmente de los actores –trabajadores y gobierno- que debemos juntos construir un nuevo relacionamiento”.

En enero de 2006, se aprueba la Ley N.º 17.940, de Protección y Promoción de la Libertad Sindical, conocida también como ley de fueros sindicales, pero es a partir de la Ley N.º 18.508 de 16 de julio de 2009 que se institucionaliza el ámbito normativo para la negociación efectiva en el sector público. 

La Ley, se refiere a un “sistema de relaciones laborales en el sector público”, el que se inspira y rige por los principios y derechos que se desarrollan en la misma, y por los derechos fundamentales internacionalmente reconocidos. Donde se establece, que “…el Estado promoverá de manera efectiva la consulta y la colaboración entre las autoridades públicas y las organizaciones de trabajadores públicos sobre las cuestiones de interés común que pudieren ser determinadas por las partes, con el objetivo general de fomentar relaciones fluidas entre los interlocutores, la comprensión mutua, el intercambio de información y el examen conjunto de cuestiones de interés mutuo”. 

A la vez que se define” …la participación y la consulta como el intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo sobre asuntos respecto de los cuales se ha proporcionado previamente información suficiente, a un nivel adecuado de representación de las partes que permita obtener respuestas suficientes sobre las posiciones adoptadas e incluso alcanzar acuerdos previos a posibles decisiones unilaterales”.

Han transcurrido muchos años desde que fuese sancionada la Ley de Negociación Colectiva en el Sector Público (Ley No 18.508), han sido fruto de la negociación numerosos convenios colectivos en los distintos subsectores que componen al Estado, incluso se  han instalado –no sin alguna que otra dificultad- mesas de diálogo en ámbitos que se resistían a hacerlo arguyendo impedimentos fruto de una naturaleza jurídica que los dota de cierta autonomía; este el caso del Poder Judicial y de algunos gobiernos departamentales, que hoy cuenta con Convenios Colectivos.

Sin embargo, con el paso del tiempo, lejos de pensar que la práctica y experiencia acumulada en los espacios de negociación colectiva en el sector público, habría facilitado los procesos y mejorado –ampliando en muchos casos- los contenidos de los objetos a negociar, se han dificultado, y en algunos casos directamente obstaculizados. Esto ha motivo una reflexión acerca del alcance y potencialidad del instrumento, incluso su vigencia.

Bajo una primera lectura, negociar implica una actitud. Negociar supone habilitar un espacio común para el intercambio de opiniones, posibilitando la construcción de nuevos horizontes comunes. Sin embargo, la dinámica de negociación en el sector público, requiere otras lecturas. Por ejemplo, comprender el rol del estado y sus formas de funcionamiento, es decir, el lugar que ocupan las estructuras que explican su dinámica, como aparato ideológico y el lugar que ocupan los trabajadores organizados en su seno. No obstante, ello, la actitud de negociar, supone buena fe, disposición cierta y genuina para afrontar diferencias y alcanzar acuerdos.

En primer lugar, dado que negociar implica una actitud, negociar de buena fe lo expone en su máxima expresión. Efectivamente, es dable esperar que las partes involucradas en la negociación, estén dispuestas a un intercambio fraterno, completo y constructivo. Está claro, y así se expresa en la Ley que no existe obligación a acordar, en cambio, sí a negociar. Para ello, uno estima contar con todos los instrumentos necesarios para afrontar el desafía, más aún si se comprende el nivel de asimetría de las partes, tanto como clase, por ende, en términos de poder fáctico. 

En segundo lugar, negociar de buena fe, implica también ser coherente y consistente en los planteos. Entender los roles y confrontar los intereses en la búsqueda de acuerdos, a pesar de un punto de partida complejo. Porque en efecto –a diferencia con el sector privado- en el sector público existen dos partes: los trabajadores organizados y el gobierno en sus diversas expresiones funcionales u organizacionales.

De modo, que la búsqueda de consensos no es tarea sencilla, sin embargo, puede representar el interés de construir colectivamente Estado y sociedad. En definitiva, la negociación entonces, se transforma en un espacio de contradicciones, un escenario de pugna, por su naturaleza política, de clases por añadidura y temperamento.

El deterioro en la negociación colectiva en el Sector Público responde de algún modo a lo ya expresado, es decir, en lo general, a las debilidades ideológicas en su seno, y en lo concreto a la falta de comprensión o estrictamente al condicionamiento de lo político a lo técnico, condicionar fines y cometidos a la eficiencia economicista.

La actual integración de los espacios de negociación son prueba fehaciente de ello. Resultan una suerte de “desviación” o falta de comprensión del verdadero objetivo de la intervención estatal. Es curioso (quizá bajo un análisis sociológico, sea hasta lógico), que los criterios de orientación del Estado sigan siendo mercantilizados, es decir, prosperen lineamientos de carácter económico (costo-beneficio) por sobre sus cometidos sociales, y aquí radique la fuente de contradicciones. El Estado está para cumplir un objetivo social, en el marco del modelo de acumulación capitalista, que le impone reglas mercantiles de funcionamiento, pero que, de ningún modo, debería comprometer, mucho menos condicionar, sus fines y cometidos. Esta desviación genera contradicciones internas y éstas se expresan en los distintos ámbitos institucionales, incluso en el marco de la negociación colectiva. 

Las características de la negociación colectiva no entendida así, o admitida como tal, en tanto y cuanto, se constituye en espacio bipartitos, conllevan la necesidad de alcanzar consensos y no imposiciones, de otro modo, el resultado esperable es que triunfen orientaciones economicistas o pretendidamente técnicas. En ese sentido el Ministerio de Trabajo debe ocupar un rol destacado como promotor de la negociación, conciliador, orientados del debate fundado. Si bien forma por su esencia parte integrante del Poder Ejecutivo en lo general, debe en lo particular y concreto asumir un papel arbitral. La ausencia del MTSS como garante de la negociación, facilita que, en el marco del modelo de acumulación capitalista, asuma el rol orientador de los debates, organismos públicos tecnocráticos, que priorizan la viabilidad económico financiera del Estado.

En lo concreto, hemos tenido dificultades puntuales en materia de negociación, especialmente a nivel de rama. Esto no es un dato menor. Los presupuestos son instrumentos de política económica; son la expresión contable de las prioridades de asignación, los énfasis de acción están contenidos. ¿Es posible avanzar en materia de planificación sin presencia de los trabajadores? En este punto estamos en déficit.

Posiblemente, lo que esté en discusión no es lo que se logre en materia de la negociación colectiva en el sector público, sino indagar en las razones “ocultas” que impiden el avance. Esto debe interpelarnos, no solo a las autoridades o representantes del gobierno que se guían a través de lógicas capitalistas, típicamente mercantilizadas, sin comprender la dimensión social, y los fines y cometidos de la intervención estatal y el rol de los trabajadores en dicho proceso, que han hecho de la negociación colectiva, un reducido espacio de discusión economicista, de ahí, un preponderante protagonismo del Ministerio de Economía y Finanzas; sino que también debe interpelar a los trabajadores organizados, acerca de cómo se construye Estado y cómo incidir adecuadamente y realmente en los procesos, porque de igual modo nos podríamos preguntar, si es posible transformar el Estado, sin la participación activa de los trabajadores organizados.

Otro elemento de enorme trascendencia política es la jerarquización de los espacios bipartitos, núcleo central de la negociación en el sector público. La dinámica de construcción en el Estado, prevé un ámbito superior de grandes lineamientos que además posibiliten -por cierto- el monitoreo de las ramas. A nivel de la rama se consolidan los avances de los espacios de diálogo bipartitos, por eso de tanta relevancia que se promueven y respecten, pues en esencia representan el “alma” de los sindicatos, su razón de ser. No respetar estos espacios, equivale a vaciar de contenido la negociación.

Debemos reflexionar acerca de este hecho, construir espacios de diálogo y de negociación real, que no admita, avanzar si no es colectivamente. Negociar no es acordar siempre, pero es siempre estar dispuesto a “construir en conjunto”. La razón no tiene nada que ver con la negociación, es un insumo. La lógica del modelo de acumulación capitalista puede llegar a confundir, a llevarnos a admitir lo social supeditado a lo económico, que solo sea válido aquello que se viable económicamente, rentable, eficiente, hipotecando en la mayoría de los casos la verdadera dimensión social del Estado. 

La búsqueda de la verdadera negociación colectiva al estilo que pretendemos, también es una invitación a un eventual redimensionamiento de los fines y cometidos sindicales, pero que seguramente posicionen a los trabajadores en otro espacio de acción y en consecuencia a la negociación, pues impregnará a dichos espacios, de la necesidad de incidir no sobre cuestiones reivindicativas, sino estratégicas, obligando a un posicionamiento coordinado y sólido de los trabajadores organizados, permitiendo comprender a los actores reales de la negociación en el sector público la necesidad de dotar de contenido ideológico a la negociación, superando las visiones economicistas, permitiendo superar las falsas contradicciones y superar las supuestas restricciones que impone el mercado.

La negociación colectiva debe expresar el interés por transformar la realidad, de modo que se constituye esencialmente como espacio político, donde se expresan intereses colectivos, por tanto, se trata de una forma institucionalizada de confrontar ideas, por su naturaleza otro espacio donde se expresa la lucha de clases.
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